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Vázquez Santisteban y la Jueza Álvarez Esnard.  
 

Vázquez Santisteban, Juez Ponente. 

 

SENTENCIA 

 En San Juan, Puerto Rico a 17 de diciembre de 2021. 

Comparecen ante nos UBS FINANCIAL SERVICES INC.; UBS 

SECURITIES LLC.; CITIGROUP GLOBAL MARKETS INC.; GOLDMAN SACHS 

& CO. LLC.; J.P. MORGAN SECURITIES LLC.; MORGAN STANLEY & CO. 

LLC.; MERRILL LYNCH, PIERCE, FENNER & SMITH INC.; RBC CAPITAL 

MARKETS, LLC. y SANTANDER SECURITIES LLC. (en conjunto “Parte 

Peticionaria” o “Aseguradoras”), mediante Petición de certiorari presentada 

el 2 de julio de 2021, a los fines de solicitar que revoquemos la Resolución 

emitida el 1 de junio de 2021 y notificada el 2 de junio de 2021, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan. Por virtud de la misma, el 

foro a quo declaró No Ha Lugar la solicitud de desestimación incoada por la 

Parte Peticionaria. 
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Por los fundamentos expuestos a continuación, expedimos el auto 

de certiorari y revocamos la Resolución recurrida.  

I 

El 8 de agosto de 2019, NATIONAL PUBLIC FINANCE GUARANTEE 

CORPORATION; y MBIA INSURANCE CORPORATION (en conjunto “Parte 

Recurrida” o “Bancos”) instó Demanda sobre Daños y Perjuicios por Actos 

Propios y Declaración Unilateral de Voluntad en contra de la Parte 

Peticionaria. Por virtud de la misma, la Parte Recurrida solicitó una 

indemnización de $720,000,000.00 por concepto de daños, entre otros 

remedios. Conforme a la Demanda, la Parte Recurrida se compone de dos 

compañías de seguro financieras que aseguran bonos municipales y bonos 

del Gobierno de Puerto Rico y sus instrumentalidades. Por su parte, la Parte 

Peticionaria está compuesta generalmente por corredores de valores y 

bancos de inversiones que han suscrito los aludidos bonos municipales y 

bonos del Gobierno de Puerto Rico y sus instrumentalidades. Establecido lo 

anterior, examinemos las alegaciones de la Demanda.  

En apretada síntesis, la Parte Recurrida alegó: 

Esta Demanda pretende responsabilizar a los bancos 
de inversión. Al originar la emisión de los bonos municipales 
y comercializar y vender los bonos, estos bancos de inversión 
se representaron como guardianes (“gatekeepers”) del 
mercado de bonos municipales de Puerto Rico. Conforme a 
las leyes diseñadas para proteger los inversionistas, los 
bancos de inversión tenían la obligación de investigar la 
veracidad de las representaciones claves hechas en 
relación con la emisión de bonos municipales y de 
identificar y divulgar cualquier declaración 
sustancialmente falsa o incompleta de parte de los 
emisores. El Gobierno de Puerto Rico, la ciudadanía, y 
muchas otras personas, incluyendo a las aseguradoras aquí 
demandantes, confiaron en los bancos de inversión para llevar 
a cabo esa debida diligencia (“due diligence”) y la obligación 
de investigar e identificar representaciones falsas o 
incompletas de parte de los emisores—especialmente las 
representaciones relacionadas con la capacidad de los 
emisores de repagar la deuda de acuerdo con sus términos. 

. . . . . . . . 
Sin embargo, los bancos de inversión no examinaron esos 
materiales con la debida diligencia como le habían 
asegurado al mercado que habían hecho. En su lugar, se 
apresuraron a mercadear un sinnúmero de bonos con 
información sustancialmente falsa o incompleta, ocultando así 
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riesgos masivos que predestinaron a los bonos a caer en 
morosidad.1  

 
Específicamente, en la Demanda, la Parte Recurrida desglosó un 

listado de dieciséis emisiones de bono suscritas por la Parte Peticionaria 

entre los años 2011 y 2014, cuyo valor ascendía a cerca de 

$66,469,538.131. Respecto a estas emisiones, la Parte Recurrida adujo que, 

entre los años 2001 y 2007, la Parte Peticionaria le solicitó que asegurara 

los bonos emitidos. A esos fines, la Parte Peticionaria le afirmó haber 

investigado las representaciones de los emisores, que declararon haber 

cumplido con todas las exigencias de ley. No obstante, alrededor del 2015, 

los emisores comenzaron a incumplir con el pago de los bonos y se activó 

la obligación de la Parte Recurrida de efectuar pagos bajo sus pólizas. Según 

la Demanda, en el 2018, salieron a relucir los resultados de una 

investigación especial respecto a la crisis fiscal de Puerto Rico, los cuales 

revelaron que las representaciones de los emisores al momento de emitir 

los bonos que son objeto de controversia fueron incorrectas o incompletas. 

Por consiguiente, adujo la Parte Recurrida, se reveló que la Parte 

Peticionaria no investigó razonablemente la veracidad y suficiencia de las 

representaciones de los emisores.  

A tenor con lo anterior, la Parte Recurrida adujo haber “sufrido daños 

sustanciales también, teniendo que pagar más de $720 millones en 

reclamaciones al 1 de julio de 2019”.2 Por consiguiente, alegó que interpuso 

“esta demanda procurando que se haga justicia bajo reconocidos principios 

de equidad conforme a la doctrina de actos propios y la doctrina de la 

declaración unilateral de la voluntad”.3  

En respuesta, el 16 de septiembre de 2020, la Parte Peticionaria instó 

Solicitud de desestimación. En lo pertinente al recurso ante nuestra 

consideración, la Parte Peticionaria arguyó que la Parte Recurrida no podía 

 
1 Demanda, Apéndice, págs. 2-3 (Énfasis suplido). 

2 Demanda, Apéndice, pág. 5.  

3 Demanda, Apéndice, pág. 5.  
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acudir a los remedios de equidad, debido a que el Artículo 1802 del Código 

Civil de Puerto Rico de 1930 (“Código Civil”) y la Ley Uniforme de Valores, 

Ley Núm. 60 de 18 de junio de 1963 (“Ley de Valores”) eran aplicables a la 

acción de autos. En la alternativa, argumentó que no concurrían los 

requisitos para la aplicación de las doctrinas de actos propios y declaración 

unilateral de voluntad. Por último, en lo pertinente a la controversia ante 

nos, la Parte Peticionaria esbozó que las reclamaciones eran tardías, al 

amparo de la legislación de valores estatal y federal. A tenor con lo anterior, 

solicitó la desestimación de la Demanda.  

Tras varias incidencias, el 8 de octubre de 2020, la Parte Recurrida 

presentó su Oposición a: “Solicitud de desestimación”. En síntesis, adujo 

que, contrario a lo expuesto por la Parte Peticionaria, ninguna ley es 

aplicable al caso de autos por lo cual las reclamaciones se fundamentan en 

los principios de equidad. En la alternativa, arguyó que esta determinación 

no era apropiada en la etapa procesal del caso. También, adujo que la 

Demanda exponía una reclamación que justificaba la concesión de un 

remedio al amparo de los principios de equidad, contrario a lo alegado por 

la Parte Peticionaria. Por último, argumentó que, al ser inaplicables las leyes 

de valores, la causa de acción instada por la Parte Recurrida no estaba 

prescrita. Posteriormente, el 6 de noviembre de 2020, la Parte Peticionaria 

presentó Réplica a “Oposición a ‘Solicitud de desestimación’”. En respuesta, 

el 25 de noviembre de 2020, la Parte Recurrida presentó su Dúplica.  

Así las cosas, el 2 de junio de 2021, el Tribunal de Primera Instancia 

notificó Resolución, mediante la cual declaró No Ha Lugar la solicitud de 

desestimación incoada por la Parte Peticionaria. En lo pertinente al recurso 

ante nuestra consideración, el foro primario manifestó lo siguiente respecto 

a la aplicabilidad del Artículo 1802: 

Entendemos que las alegaciones de National no 
cumplen con los requisitos de una causa de acción bajo el Art. 
1802. Las reclamaciones de National no alegan actos ilícitos y 
dolosos, fraude, u omisiones culpables o negligentes. La 
alegada fuente de responsabilidad de los Bancos de Inversión 
es que, al momento de solicitar un seguro a National, estos 
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voluntariamente representaron que llevarían a cabo una 
investigación sobre el contenido de las Declaraciones Oficiales 
presentadas. Esta alegada conducta y obligación no tiene su 
génesis en el Art. 1802 del Código Civil, supra. . . .4  

 
Por otra parte, respecto a la Ley de Valores el foro primario concluyó 

que esta era inaplicable al caso de autos, debido a que la misma “solo regula 

las relaciones mercantiles entre inversionistas y entidades que se dedican 

al negocio de valores”.5 Por último, en cuanto a la prescripción de la acción 

de la Parte Recurrida, el foro a quo determinó que los términos de las leyes 

de valores eran inaplicables.  

Inconforme con el dictamen, la Parte Peticionaria acude ante esta 

Curia y esboza los siguientes señalamientos de error: 

A. Erró el TPI al concluir que las causas de acción en equidad 
de declaración unilateral de voluntad y actos propios están 
disponibles, pues existen disposiciones legales sobre 
daños y perjuicios y leyes de valores que aplican a este 
caso y prohíben falsas representaciones en relación con 
una emisión de valores.  

B. Erró el TPI al no desestimar las reclamaciones de las 
Aseguradoras por declaración unilateral de voluntad y 
actos propios, pues la Demanda no alega proezas futuras 
incumplidas o la clara e indubitada intención de los 
Suscriptores a estar obligados ante otra parte.  

C. Erró el TPI al no aplicar los términos de caducidad de las 
leyes de valores de Puerto Rico y federales que aplican a 
las alegadas falsas representaciones en una transacción 
de valores, ignorando el claro precedente del Tribunal 
Supremo de Puerto Rico y las alegaciones de la Demanda 
y al concluir que estos términos de caducidad no aplican a 
las alegaciones que hacen las Aseguradoras en torno a 
transacciones de valores.  

Posteriormente, el 2 de julio de 2021, la Asociación de la Industria 

de Valores y Mercados Financieros (“SIFMA” por sus siglas en inglés) 

compareció mediante Moción solicitando autorización para comparecer 

como amici curiae y Alegato de la Asociación de la Industria de Valores y 

Mercados Financieros en calidad de amicus curiae en apoyo a los 

Demandados.  

Por otra parte, el 12 de julio de 2021, la Parte Peticionaria presentó 

Solicitud para que se tome conocimiento judicial, por virtud de la cual 

 
4Resolución, Apéndice, pág. 2913 (Escolio omitido).  

5 Resolución, Apéndice, pág. 2914 (Escolio omitido). 



 
 

 
KLCE202100827 

 

 

6 

solicitó que esta Curia tomara conocimiento judicial de una Sentencia 

relacionada a una controversia con hechos similares al caso ante nuestra 

consideración y que fuera emitida y notificada el 9 de julio de 2021, por una 

sala distinta del Tribunal de Primera Instancia en el Caso Civil Núm. 

SJ2020CV06383. En respuesta, el 30 de julio de 2021, la Parte Recurrida 

compareció mediante Oposición a “Solicitud para que se tome conocimiento 

judicial” y Moción de desglose. Además, el 2 de agosto de 2021, la Parte 

Peticionaria presentó una Segunda solicitud para que se tome conocimiento 

judicial, mediante la cual solicitó que este Foro tomara conocimiento de otra 

Sentencia emitida y notificada el 30 de julio de 2021 por otra sala del foro 

de origen en el Caso Civil Núm. SJ2020CV01505.  

El mismo 2 de agosto de 2021, la Parte Recurrida presentó su 

Alegato en oposición a: “Petición de certiorari”. El 6 de agosto de 2021, la 

Parte Peticionaria presentó Oposición a moción de desglose. De igual forma, 

el 25 de agosto de 2021, la Parte Recurrida presentó Oposición a “Segunda 

Solicitud para que se tome conocimiento judicial” y Moción de desglose. El 

31 de agosto de 2021 emitimos Resolución mediante la cual declaramos No 

Ha Lugar las solicitudes de desglose instadas por la Parte Recurrida y 

tomamos conocimiento judicial de los hechos levantados por la Parte 

Peticionaria. De igual forma, concedimos la solicitud de SIFMA. Por último, 

el 3 de septiembre de 2021, la Parte Recurrida presentó Oposición al alegato 

de amicus curiae. Con el beneficio de la comparecencia de todas las partes, 

nos encontramos en posición para resolver.  

 

II 

Certiorari 

 

El certiorari es un recurso extraordinario y discrecional mediante el 

cual un foro de mayor jerarquía revisa las determinaciones de un foro de 

menor jerarquía; se rige por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil y la Regla 
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40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones.6 Por excepción, se podrá 

recurrir entre otras de determinaciones sobre casos que revisten interés 

público, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, casos de relaciones de 

familia o cualquier otra situación en la que esperar a la apelación constituiría 

un fracaso irremediable a la justicia. Nuestra Regla 40 establece los 

siguientes criterios para guiar nuestra discreción en la determinación de si 

expedimos o denegamos un auto de certiorari: 

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.   

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.   

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.   

D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.   

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.   

G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 
 
Recordemos que la discreción judicial no es irrestricta ni permite la 

actuación arbitraria y ajena al resto del derecho, sino que se define como 

“una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar 

a una conclusión justiciera”.7 En ese orden, las determinaciones 

discrecionales del foro primario merecen deferencia y este foro intermedio 

apelativo no intervendrá con las mismas salvo se demuestre que medió 

prejuicio, parcialidad, error manifiesto o craso abuso de discreción.8 

Asimismo, hemos de tener presente que la discreción es el más 

poderoso instrumento reservado a los jueces.9 La discreción se nutre “de 

un juicio racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 

 
6 32 LPRA Ap. V, R. 52.1; 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40; Medina Nazario v. McNeil Healthcare 
LLC, 194 DPR 723, 728-729 (2016). 

7 Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

8 Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724, 735-736 (2018). 

9 Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 DPR 

721, 725 (1981). 
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sentido llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa 

ni limitación alguna”.10 En ese orden, Pueblo v. Rivera Santiago11 indica que 

existen ciertas guías para determinar cuándo un tribunal abusa de su 

discreción y a esos efectos expresa lo siguiente: 

[U]n tribunal de justicia incurre en un abuso de 
discreción, inter alia: cuando el juez no toma en cuenta e 
ignora en la decisión que emite, sin fundamento para ello, un 
hecho material importante que no podía ser pasado por alto; 
cuando el juez, por el contrario, sin justificación ni 
fundamento alguno, concede gran peso y valor a un hecho 
irrelevante e inmaterial y basa su decisión exclusivamente en 
éste, o cuando, no obstante considerar y tomar en cuenta 
todos los hechos materiales e importantes y descartar los 
irrelevantes, el juez los sopesa y calibra livianamente.  García 
v. Padró, supra, a la pág. 336; Pueblo v. Ortega Santiago, 125 
DPR 203, 211 (1990). 

 

 
Desestimación por falta de causa 

 

Nuestro ordenamiento procesal civil permite bajo ciertas 

circunstancias la presentación de mociones dispositivas.  Es decir, que una 

de las partes o ambas pueda solicitar que todos o algunos de los asuntos 

en controversia sean resueltos sin necesidad de la celebración de un juicio 

plenario. A esos efectos, la Regla 10.2 de Procedimiento Civil12 provee uno 

de los vehículos procesales para la desestimación. Entre sus fundamentos, 

figura: dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio.13 La casuística ha precisado que bajo este inciso (5), el tribunal 

tomará como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda, los 

cuales hayan sido aseverados de manera clara y concluyente, y que de su 

faz no den margen a dudas. 

Ante una solicitud para desestimar presentada a tenor con 

la Regla 10.2, supra, el Tribunal deberá dar por ciertos todos los hechos 

correctamente alegados que surjan de la demanda, que hayan sido 

 
10 Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 684 (2012); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 

459 (2011); Santa Aponte v. Srio. del Senado, 105 DPR 750, 770 (1977). 

11 176 DPR 559, 580 (2009). 

12 32 LPRA Ap. V, R. 10.2. 

13 Id., inciso 5. 
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aseverados de forma clara y concluyente y, que de su faz no den margen a 

dudas.14 Todas las alegaciones de la demanda deberán ser interpretadas 

en conjunto, liberalmente, y de la manera más favorable posible en 

beneficio de la parte demandante.15 Al atender una moción dispositiva de 

este tipo, debe el Tribunal ser sumamente liberal con relación a la demanda, 

y no debe desestimarla, a no ser que se desprenda con absoluta certeza de 

las propias alegaciones que el demandante no tiene derecho a remedio 

alguno bajo cualquier supuesto o estado de hechos que pueda probar en 

apoyo de su reclamación.16 El Tribunal deberá entonces examinar si aun 

considerando la demanda de la forma más favorable y liberal para con el 

demandante y, adjudicando toda duda en relación a la misma a su favor, la 

demanda no es suficiente, como para establecer una reclamación válida.17 

Además, no procede la desestimación si la demanda es susceptible de ser 

enmendada.18 

En fin, al evaluar el Tribunal una solicitud para desestimar a tenor la 

precitada Regla, debe examinar si tiene el demandante derecho a la 

concesión de un remedio y para así hacerlo, debe dar por ciertas todas las 

alegaciones de su demanda e interpretarlas a su favor.19 

 

Remedios en equidad 

 

El Tribunal Supremo ha expresado que los tribunales tienen “la 

obligación de llenar las lagunas existentes en la ley, conforme al mandato 

 
14 El Día, Inc. v. Mun. de Guaynabo, 187 DPR 811, 821 (2013); Asoc. Fotoperiodistas v. 
Rivera Schatz, 180 DPR 920, 935 (2011); Colón v. Lotería de Puerto Rico, 167 DPR 625 

(2006); Roldán v. Lutrón, SM, Inc., 151 DPR 883, 889-891 (2000); Harguindey Ferrer v. 
U.I., 148 DPR 13, 30 (1999); Ramos v. Marrero, 116 DPR 357, 369 (1985).  

15 Rivera Sanfeliz, et al. v. Jta. Dir. First Bank, 193 DPR 38, 49 (2015); Ortiz Matías et al v. 
Mora Development, 187 DPR 649 (2013); Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra; 

Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 428-429 (2008). 

16 Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra; Dorante v. Wrangler de PR, 145 DPR 

408 (1998). 

17 Colón Rivera v. Secretario, et al., 189 DPR 1033 (2013); El Día, Inc. v. Mun. de 
Guaynabo, supra; Consejo de Titulares v. Gómez Estremera et al., 184 DPR 407 (2012).  

18 Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra. 

19 Romero Arroyo v. E.L.A., 127 DPR 724 (1991); González Camacho v. Santos Cruz, 124 

DPR 396 (1989). 
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del Art. 7 del Código Civil . . .”.20 Dicho mandato dispone que “[c]uando 

no haya ley aplicable al caso, el tribunal resolverá conforme a equidad, 

que quiere decir que se tendrá en cuenta la razón natural de acuerdo con 

los principios generales del derecho, y los usos y costumbres aceptados y 

establecidos”.21 Como corolario de lo anterior, el Tribunal Supremo ha 

“admitido la fuerza generadora de obligaciones que tienen los actos propios 

y [ha] reiterado la posibilidad vinculante de 

la declaración unilateral de voluntad . . .”, entre otros.22  

 

Actos propios 

 

La doctrina de actos propios se basa en “el principio general de 

derecho que exige proceder de buena fe”.23 Conforme al mismo, “[a] nadie 

le es lícito obrar contra sus actos. Tampoco puede asumir una 

conducta contradictoria a una actuación previa que generó 

expectativas en quien confió en ese obrar”.24 Para que aplique esta 

doctrina, deben concurrir los siguientes elementos: 

(a) Una conducta determinada de un sujeto, (b) que haya 
engendrado una situación contraria a la realidad, esto es, 
aparente y, mediante tal apariencia, susceptible de influir en 
la conducta de los demás, y (c) que sea base de la confianza 
de otra parte que haya procedido de buena fe y que, por ello, 
haya obrado de una manera que le causaría un perjuicio si su 
confianza quedara defraudada.25  

 
Por consiguiente, “[e]l centro de gravedad de la regla no reside en 

la voluntad de su autor, sino en la confianza generada en terceros . . .”.26  

 

Declaración unilateral de voluntad 

 

 
20 CMI Hospital v. Depto. Salud, 171 DPR 313, 324 (2007)(Énfasis suplido). 

21 31 LPRA ant. sec. 7. 

22 Colon v. Glamorous Nails, 167 DPR 33, 55 esc. 23 (2006)(Citas omitidas)(Énfasis 

suplido). 

23 Domenech v. Integration Corp. et al., 187 DPR 595, 621 (2013). 

24 Íd. (Citas omitidas)(Énfasis suplido). 

25 Alonso Piñero v. UNDARE, Inc., 199 DPR 32, 55–56 (2017)(Corchetes y escolios 

omitidos). 

26 OCS v. Universal, 187 DPR 164, 173 (2012)(Citas omitidas). 
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Al amparo de la equidad, también, nuestro Tribunal Supremo ha 

reconocido la validez de una declaración unilateral de voluntad. 

[P]ara que una declaración unilateral sea vinculante deben 
concurrir los elementos siguientes: (1) la sola voluntad de la 
persona que pretende obligarse; (2) que dicha persona goce 
de capacidad legal suficiente; (3) que su intención 
de obligarse sea clara; (4) que la obligación tenga objeto; (5) 
que exista certeza sobre la forma y el contenido de la 
declaración; (6) que surja de un acto jurídico idóneo, y (7) 
que el contenido de la obligación no sea contrario a la ley, a 
la moral ni al orden público.27  
 
Por virtud de ello, una parte puede solicitar cumplimiento de una 

obligación suscrita de esa manera. Cabe destacar que una acción de esta 

índole prescribe al paso de quince años, conforme al Código Civil.28  

 

Daños y perjuicios 

 

Es norma firmemente conocida, que quien por acción u omisión 

cause daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar 

el daño causado.  Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico de 1930.29 Así 

pues, se ha sostenido que para la existencia de responsabilidad civil bajo 

dicho artículo es necesaria la concurrencia de los siguientes tres requisitos: 

(1) un daño real; (2) una conducta culposa o negligente; y, (3) el nexo 

causal entre el daño y la conducta culposa o negligente.30 A estos efectos, 

en nuestro ordenamiento la negligencia se caracteriza por la concurrencia 

de dos elementos. 

(a) la existencia de una obligación o, al menos, de un deber 
general, reconocido por el Derecho, que exige que los sujetos 
ajusten sus actos a un determinado tipo de conducta para la 
protección de los demás contra riesgos irrazonables y (b) que 
el agente del daño haya obrado sin ajustarse a semejante tipo 
de conducta.31 
 

 
27 Ortiz v. PR Telephone, 162 DPR 715, 725-726 (2004). 

28 Id., pág. 733. 

29 31 LPRA Sec. 5141. Actualmente derogado por la Ley Núm. 55-2020, conocida como 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA Sec. 5311.  Advertimos que para la fecha de los 

hechos que producen la Demanda de epígrafe y al momento de dictarse la Sentencia aquí 

apelada, la normativa imperante era la recogida en el hoy extinto Código Civil de 1930.   

30 SLG Colón-Rivas v. ELA, 196 DPR 855, 864 (2016); García v. E.L.A., 163 DPR 800 

(2005); Pons v. Engebretson, 160 DPR 347, 354 (2003). 

31 SLG Colón-Rivas v. ELA, supra. 
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 Esto implica “la falta del debido cuidado, que a la vez consiste en no 

anticipar y prever las consecuencias racionales de un acto, o de 

la omisión de un acto, que una persona prudente habría de prever en las 

mismas circunstancias”.32 De igual manera, significa “la omisión de la 

diligencia exigible, mediante cuyo empleo podría haberse evitado el 

resultado dañoso”.33   

 

Ley Uniforme de Valores 

 

“La Ley Uniforme de Valores . . . no aplica automáticamente a todas 

las controversias en las que se vea involucrado un valor”.34 Dicho “estatuto 

regula un tipo específico de relación comercial[,] relaciones mercantiles 

entre inversionistas y entidades que se dedican al negocio de valores. . .“.35  

“[P]ara determinar si aplica la Ley Uniforme de Valores, debe analizarse si 

la controversia trata sobre una transacción de valores llevada a 

cabo por entidades dedicadas a ese negocio . . .”.36 En caso de una 

acción de responsabilidad civil,  

[el] estatuto limita las causas de acción civil sujetas a sus 
disposiciones a las que surgen por violaciones al Artículo 
201(a)—que la persona que vendió el valor no está 
debidamente registrada—; al Artículo 301—que el valor 
comprado o vendido no está debidamente registrado—; al 
Artículo 405(b)—hacer representaciones ilegales 
concernientes a inscripciones o exenciones—; o al propio 
Artículo 410(a)(2) —ofrecer o vender un valor dolosamente. 
Si la causa de acción no recae sobre alguno de estos 
elementos, no está sujeta al término prescriptivo 
establecido en el Artículo 410(e).37  
 
Por lo tanto, la aplicabilidad de la Ley de Valores está sujeta a que 

la situación de hechos corresponda a las circunstancias antes descritas. Esto 

se extiende al término prescriptivo de dos años dispuesto en la legislación. 

En Olivella Zalduondo v. Triple S, nuestro Tribunal Supremo tuvo ante sí la 

 
32 López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 151 (2006)(Cita omitida). 

33 Íd. (Citas omitidas). Colon y otros v. K-Mart y otros, 154 DPR 510, 517-518 (2001). 

34 Olivella Zalduondo v. Triple S, 187 DPR 625, 646 (2013). 

35 Íd. 

36 Íd. (Énfasis suplido). 

37 Íd., pág. 647 (Énfasis suplido)(citando 10 LPRA sec. 890). 
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controversia respecto al término prescriptivo aplicable a una acción de 

cobro de dinero relacionada a un valor, que no estaba sujeta al término 

prescriptivo de la Ley de Valores sino al término dispuesto en el Código Civil 

para la misma, al no caer bajo los supuestos enumerados.38 Cabe destacar 

que la Ley de Valores dispone que “[n]inguna persona podrá entablar una 

demanda civil de acuerdo con las disposiciones de esta sección, 

después de transcurridos más de dos (2) años de haber sido efectuado el 

contrato de venta”.39  

 

III 

 

Expuesto el marco jurídico, pasamos a resolver. Conforme a los 

criterios que guían nuestra discreción, determinamos que nuestra 

intervención en esta etapa de los procedimientos es necesaria para evitar 

un fracaso de la justicia. La determinación del foro primario adolece de una 

disposición contraria a derecho y la controversia trabada se presenta ante 

esta Curia en la etapa más propicia para su consideración. A tenor con lo 

anterior, expedimos el auto de certiorari y pasamos a examinar los 

señalamientos levantados por la Parte Peticionaria.  

En su primer señalamiento de error, la Parte Peticionaria aduce que 

el foro primario erró al concluir que las causas de acción en equidad estaban 

disponibles, a pesar de que existen disposiciones legales que las desplazan. 

Sobre este particular, es forzoso concluir que le asiste la razón. Por su parte, 

el foro primario determinó que, en el caso de autos, no existen disposiciones 

legales que desplacen los remedios de equidad. Específicamente, respecto 

a la inaplicabilidad del Art. 1802, el foro a quo resolvió que la Demanda no 

alegaba una acción u omisión culposa o negligente. Sin embargo, de un 

ligero examen de las alegaciones de la Demanda surgen claramente los 

elementos clásicos de una acción de daños y perjuicios. Conforme a sus 

propias alegaciones, la Parte Recurrida pretendía responsabilizar a los 

 
38 Olivella Zalduondo v. Triple S, supra, pág. 648. 

39 10 LPRA sec. 890(e). 
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Bancos por los daños ocasionados por estos no ser diligentes en el 

cumplimiento de sus obligaciones, particularmente en lo que respecta a la 

investigación y verificación de las representaciones de los emisores de los 

bonos. Es decir, se trata de una alegación de negligencia paradigmática del 

Artículo 1802. Por consiguiente, quedan desplazados los remedios de 

equidad en el caso de autos.  

A tenor con lo anterior, resolvemos que el foro primario erró al 

denegar la solicitud de desestimación instada por la Parte Peticionaria. En 

la medida que, en este caso, por ser aplicable un remedio estatutario, no 

están disponibles los remedios de equidad. Por lo tanto, las causas de 

acción instadas por la Parte Recurrida al amparo de los principios de 

equidad no exponen una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio. Es decir, la Parte Recurrida no tiene derecho a un remedio por 

estas causas y procede la desestimación del pleito.  Establecido lo anterior, 

los señalamientos de error restantes son académicos, por lo cual no los 

atendemos.  

 

IV 

 

Por los fundamentos expuestos a continuación, expedimos el auto 

de certiorari y revocamos la Resolución recurrida. En consecuencia, 

ordenamos la desestimación de la Demanda del caso de epígrafe.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.   

 

 

                  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís     
          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


